BOLETIN N° 1608-06 
INFORME DE LA COMISIÓN DE.GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, recaído en el proyecto de reforma constitucional sobre Administración Comunal.

Honorable Senado:

La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de reforma constitucional señalado en el epígrafe en primer trámite constitucional y originado en un mensaje de S.E.  el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.

La iniciativa propone modificaciones al articulo 107 e incorpora un artículo 110, nuevo, y una disposición trigésima quinta transitoria a la Constitución Política.

Durante el estudio en particular del proyecto, la Comisión agregó otras enmiendas a la reforma propuesta que Comprenden los artículos 62, 99, 108, 109 y 111. . Todas estas modificaciones, de aprobarse por la Sala, deben serlo por las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio por disposición del artículo 116 de la Constitución Política.
A las sesiones en que la Comisión de Gobierno debatió esta iniciativa de reforma constitucional concurrieron, además de sus miembros, los señores Marcelo Schilling, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo; Francisco Fernández; Eduardo Pérez y Cristián Arévalo, asesores jurídicos de esa Subsecretaría.

- - -

Antecedentes

El mensaje conque S.E. el Presidente de la República sometió este proyecto de reforma al Congreso Nacional expresa que uno de los principales objetivos de su Gobierno es el de profundizar el proceso de descentralización administrativa del país con el propósito de optimizar la gestión de las instancias regionales y locales, de manera de responder adecuadamente a las demandas de la comunidad.

En este contexto -agrega S.E.- se inserta el anuncio que formuló en su mensaje al Congreso Nacional en mayo de 1994, en el sentido de que para el año 2000 las autoridades regionales y locales decidan el 42% del total de la inversión pública nacional, lo que implica un esfuerzo considerable en la reasignación de los recursos públicos pues esa cifra duplica a la que actualmente se decide en las regiones y comunas.

Lo anterior hace necesario dotar a las administraciones regionales y locales de instrumentos idóneos y funcionales que les permitan asumir sus decisiones sobre la asignación de estos nuevos recursos de considerable volumen.

En materia municipal esta iniciativa de reforma constitucional plantea las siguientes proposiciones:

a) Dotar a los municipios de flexibilidad para optimizar el empleo de sus recursos y extender el mecanismo de traspaso de competencias desde la Administración a éstos, al igual que lo que actualmente se prevé para los gobiernos regionales.

b) Acentuar la importancia de los consejos económicos y sociales comunales dándoles una mayor participación en la supervisión de determinadas decisiones adoptadas por los órganos electos y otra, más limitada, en materias que conciernen al interés de los entes organizados de la comunidad local, y

c) Que los actuales alcaldes y concejales continúen en funciones hasta 90 días después de la fecha de la elección que corresponda a estos cargos para dar continuidad a las gestión municipal.

Comentado los tres propósitos enunciados, el mensaje agrega que la flexibilidad orgánica se logra incorporando al texto constitucional un artículo 110, nuevo, que permite a los municipios crear los órganos o unidades necesarios para el cumplimiento de sus cometidos dentro de los límites que disponga la ley orgánica de la materia.  La flexibilización funcional, en tanto, se materializa mediante una proposición de enmienda al artículo 107 de la Constitución que consiste en habilitar a los municipios para constituir fundaciones o corporaciones sin fines de lucro destinadas a la promoción del deporte.

En otro orden de ideas, las transferencias de competencias a los municipios -que la ley deberá precisar en términos análogos a los previstos para los Gobiernos Regionales- procederá a petición de aquéllos y siempre que digan relación con funciones o atribuciones de los entes de la Administración del Estado que tengan incidencia en el ámbito local.

Advierte que será tarea del legislador establecer criterios de reversión de las competencias transferidas en el evento de que el municipio receptor no pueda cumplir adecuadamente el ejercicio de dichas potestades.

Finalmente, expresa S.E. el Presidente de la República que del modo antedicho se abren caminos para profundizar la descentralización de potestades públicas hacia las comunas, con la garantía de hacerlo gradualmente de manera de que las facultades que se transfieren se afiancen definitivamente en ellas.

- - -

IDEA DE LEGISLAR

En sesión de 7 de junio de 1995, la Comisión inició el estudio de este proyecto de reforma constitucional, oportunidad en que sus miembros y los representantes del Ejecutivo expusieron las observaciones que les ha merecido la aplicación de las normas resultantes de la reforma constitucional de 1991, en particular, las que regulan la participación social en el nivel comunal.

El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Marcelo Schilling, junto con reafirmar las apreciaciones del mensaje, agregó que esta iniciativa forma parte de un conjunto de innovaciones que el Gobierno ha estimado conveniente proponer para mejorar la gestión del municipio, asegurando una adecuada prestación de servicios a la comunidad y un sostenido desarrollo de la participación ciudadana en ese nivel.

Expresó que esta iniciativa de reforma constitucional es concordante con el proyecto de ley que se debate en la H. Cámara de Diputados, que propone diversas innovaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Al explicar las enmiendas señaló que la iniciativa de reforma a la ley municipal considera, en primer lugar, crear condiciones institucionales para perfeccionar la capacidad de gestión del municipio. Tras el logro de este objetivo se propone una clara delimitación de las funciones que corresponden tanto al alcalde y al concejo como al consejo económico y social comunal. Concordante con esta idea se impone al alcalde -principal gestor municipal- el deber de presentar al Concejo oportuna y fundadamente los planes comunales de desarrollo, el presupuesto municipal, el plan de inversiones, y las políticas de concesiones, permisos y licitaciones del municipio.

Con el propósito de contrapesar esto nuevos poderes que se atribuyen al alcalde, se otorgan al concejo nuevas facultades fiscalizadoras. En este ultimo aspecto, este ente corporativo tendrá facultades para exigir de aquél las respuestas a las observaciones que le plantee; se rebaja el quórum para el ejercicio de ciertas facultades fiscalizadoras, y se propone que sea este órgano normativo el encargado de resolver el nombramiento y remoción del director de la unidad de control municipal a propuesta del alcalde.

En el mismo sentido, expresó que se faculta al concejo para contratar una vez al año una auditoría externa al municipio, con el fin de reforzar la función fiscalizadora de éste, la que llega incluso a la remoción del alcalde, si éste incumple reiteradamente las funciones que le asigna la ley.
Enseguida, comentó otras reformas que se consideran en la referida iniciativa de ley, como por ejemplo, que el administrador municipal sea un funcionario de la exclusiva confianza del alcalde, debiendo, en todo caso, reunir los requisitos académicos que determine la ley. Igualmente, se pretende fortalecer los mecanismos destinados a favorecer la asociación entre municipios, en especial respecto de tareas de mutuo interés local, con el fin de estimular un efectivo ahorro de los recursos municipales.

Para hacer más expedita la gestión municipal, agregó que la reforma aspira a otorgar a las municipalidades la posibilidad de flexibilizar su estructura mediante la dictación de los correspondientes reglamentos edilicios; • y que se reconozca la concursabilidad de los cargos directivos municipales, con el fin de seleccionar al personal más idóneo para el desempeño de tales funciones.

Finalmente, en relación con el número de concejales, se postula que éste sea siempre impar para garantizar la adecuada administración del municipio e impedir el entrabamiento que genera su actual composición.

En segundo lugar, esta iniciativa persigne fortalecer la participación de la comunidad organizada en el municipio.

Con este propósito se altera la naturaleza del consejo económico y social comunal, otorgándole facultades decisorias en algunas materias.  Al ejemplarizar estas enmiendas, indicó que los proyectos que postulen al Fondo de Desarrollo Vecinal sean resueltos por este consejo. Además, se les quiere dotar de titularidad para ejercer la acción de reclamación de ilegalidad respecto de las acciones u . omisiones del municipio que reporten perjuicios á la comunidad. Explicó que esta acción es hoy más teórica que práctica, pues requiere de conocimientos, medios y tiempo para recurrir a la judicatura en demanda de la reparación de actos u omisiones dañosos. El consejo económico y social comunal, con estas nuevas atribuciones, surge como una alternativa para hacer eficaz estas acciones de reclamación utilizando la participación organizada.

Finalmente, hizo presente que en ningún caso este consejo tendrá funciones fiscalizadoras, con excepción de la de evaluar el mérito de la cuenta anual del Alcalde.

- - -

El H. Senador señor Ríos expresó que las materias Propuestas por esta reforma han sido una preocupación permanente para esta Comisión y discutidas en reiteradas ocasiones con autoridades nacionales, regionales y locales.

Agregó que la Comisión ha alentado la consolidación de poderes verticales en Chile (Gobierno Nacional, Regional y Local) al igual que los tres poderes horizontales (Ejecutivo, Legislativo y Judicial), con el fin de promover una mayor participación social.

Dentro de la estructura comunal existe la municipalidad, que tiene la particularidad de ser el único servicio público cuyo jefe superior es elegido directamente por la ciudadanía.

Atendida esta característica, es posible visualizar la creación de un poder público similar al Gobierno Regional, denominado “Gobierno Comunal”, constituido por el concejo, cuyo objeto será atender los asuntos que incidan en el territorio comunal.  El gobierno comunal estará por sobre el municipio, que será el encargado de ejecutar administrativamente las decisiones de aquél.

Finalmente, se refirió a las nuevas atribuciones del consejo económico y social comunal, las que, en su opinión, pueden constituir una fuente de conflictos con el concejo, y se declaró partidario de aumentar el número de concejales en el país para facilitar la participación de las personas en el quehacer municipal.

A continuación intervino el H. Senador señor Núñez, quien expresó que la reforma plantea el tema de la participación social, lo que ha tenido magros resultados pues la legislación no ha aportado nuevos elementos que permitan perfeccionarla. La nueva ley de juntas de vecinos -que debiera ser la norma fundamental de participación social- no logrará su propósito pues no permite la creación de juntas de vecinos por unidad vecinal, lo que se traducirá en la existencia de múltiples organizaciones comunitarias representativas de concepciones ideológicas diferentes que pueden llevar a su politización.

Enseguida, y con respecto al consejo económico y social comunal, es de parecer que las expectativas que ellos generaron están insatisfechas. Estas organizaciones han venido de más o menos en el tiempo y hoy sólo algunas de ellas exhiben buenos resultados de gestión. En otros casos se han transformado en cúpulas de dirigencia social sin representatividad, incapaces de generar procesos de democratización real en la sociedad, situaciones ambas que deben ser revertidas.

El problema es, entonces, ¿cómo abrir pasos a mecanismos que den mayor significación a la participación de las personas; ¿cómo avanzar en la idea de que el vecino es no sólo ciudadano del país sino, también, de la comuna?

En su opinión, existe la creencia generalizada de que no es vecino el que no actúa a través de una de estas organizaciones, lo que agrava el problema pues el setenta por ciento de los chilenos no participan en ellas.

Esta situación se traduce en una profunda desprotección del ciudadano frente al municipio, ya que aquél carece de mecanismos expeditos para representar su opinión ante la autoridad.

Estima necesario profundizar en esta reforma el concepto de participación, y no acotarla a la simple regulación de las funciones del consejo económico y social comunal.  La participación debe extenderse a otras expresiones ciudadanas complementarias de aquél como son, por ejemplo, los cabildos.

Finalmente, propuso estudiar también una disposición que permita a los vecinos, individualmente considerados, interpelar a la autoridad municipal y reclamar de ésta la prestación de determinados servicios aunque no estén integrados a una organización comunitaria.

El H. Senador señor Díaz, refiriéndose al tema de la Participación social, expresó que efectivamente estos cuerpos intermedios conformados por las juntas de vecinos han demostrado ser notablemente eficientes en algunas comunas y deficitarios en otras.  Estima que ello depende de la disposición con que tanto los vecinos como las autoridades locales enfrentan los problemas de administración comunal, con las motivaciones que despiertan los líderes sociales, la influencia de la autoridad o los resultados de su accionar.

De este modo, agregó que existen entidades estimuladas a intervenir en los asuntos locales por los frutos logrados, ya sea por las iniciativas en que se han empeñado y la buena recepción que ellas han tenido en las autoridades, o bien por el empuje individual de sus miembros. Por otra parte, expresó que es efectivo que existen otras comunidades que demuestran un mal manejo de los problemas que están llamadas a afrontar, generalmente por la falta de recursos, conocimiento y capacidad para resolver las carencias de la comunidad.

Considera que en estos casos las leyes pueden ser instrumentos eficaces para promover metas de progreso social, pero que también deben los Poderes Públicos fomentar la necesidad de que los vecinos se sientan formando parte de una empresa común, que existe voluntad real de participación.

En otro orden y comentando acerca de la conveniencia de elevar el número de concejales, fue de parecer contrario a esta idea. Aumentar el número de estos cargos puede traer consecuencias graves para el municipio y para el Fisco, en términos de distraer recursos que bien pueden invertirse en necesidades sociales más urgentes. En todo caso, se manifestó partidario de que el número de concejales sea impar y proporcional al volumen de población de la comuna.

El H. Senador señor Cantuarias coincidió con el H. senador señor Núñez respecto de sus prevenciones acerca de los resultados que exhiben las juntas de vecinos y el consejo económico social comunal como expresiones de participación ciudadana. En este sentido, expresó que las diferencias anotadas no se solucionan dotando a la institucionalidad de nuevas normas. Antes bien, es de opinión que en estos temas hay mucho de motivación personal; es la naturaleza de los problemas la que tiene poder convocatorio sobre las personas, pues no es lo mismo examinar un sector social acomodado -donde la mayor parte de los problemas locales está resuelto- que analizar asentamientos humanos de bajos recursos, donde existen necesidades sociales graves y urgentes de solucionar.

En el primer caso el interés de los vecinos por participar será muy bajo, en tanto que en el segundo habrá verdaderamente mayor participación.

Por último, estimó conveniente explorar fórmulas que transformen los concejos, incorporando representantes sociales de la comunidad, o bien aumentando el número de miembros de los consejos económicos y sociales, otorgando a éstos la acción de reclamación respecto de los actos u omisiones de las autoridades municipales.

El H. Senador señor Letelier compartió también los criterios que expresa el mensaje en orden a que este tipo de iniciativas constituyen la herramienta más eficaz para satisfacer una necesidad que ya se ha hecho conciencia en todo el país, cual es la de avanzar en la descentralización de las decisiones que afectan a la comunidad partiendo por los núcleos más reducidos como son las comunas.

Al mismo tiempo, estima que es ésta una buena oportunidad para evaluar la institucionalidad municipal que surge de la reforma de 1991.   En este sentido, declaró compartir muchas de las aprehensiones que se han expresado en torno a las bondades o defectos en el accionar de los consejos económicos y sociales comunales y el desempeño de la autoridad municipal en su doble actuar: el del alcalde en cuanto órgano ejecutivo del municipio y el del concejo como ente normativo fiscalizador.

Es de parecer que la experiencia adquirida por la aplicación de esta institucionalidad en los años que lleva funcionando y las vivencias que esta Comisión ha experimentado en el estudio de materias de orden municipal -oportunidades en que ha sido posible escuchar los planteamientos de los dirigentes locales que dan cuenta de realidades muy diversas -serán elementos útiles para Ponderar estas proposiciones de reforma y concurrir a la aprobación de normas que respondan a las necesidades sociales que las motivan.

- - -

Sometida a votación la idea de legislar en general respecto de este proyecto de reforma constitucional, ella fue aprobada por la unanimidad de la Comisión integrada por los HH. Senadores señores Cantuarias, Díaz, Letelier, Núñez y Ríos.

- - -

Estructura del Proyecto de Reforma

En el presente acápite se consignarán las modificaciones que el Ejecutivo propone en su mensaje, las indicaciones recaídas en ellas y otras que se formularon en el curso del debate y los acuerdos adoptados por la Comisión.

La iniciativa del mensaje, en este primer trámite, está constituida por un artículo único que en los tres números que la conforman propone modificaciones a diversos preceptos constitucionales: enmienda el artículo 107; incorpora un nuevo artículo 110, hoy derogado, e introduce una disposición transitoria trigésima quinta, nueva.

Nº1 

Este número, a su turno, dividido en tres letras, modifica el artículo 107 de la siguiente manera:

a)
Reemplaza en su inciso primero la frase “de carácter consultivo” por la de “que tendrá por objeto facilitar la participación de la comunidad local organizada en la actividad municipal”.

La norma que se propone modificar recae en la frase final de este inciso que reza “La ley orgánica establecerá un consejo económico y social comunal de carácter consultivo.”.

Según lo explicaron los representantes del Ejecutivo esta modificación tiene por objeto cambiar la gravitación de esta entidad corporativa, de modo que más allá de una participación meramente asesora ejerza atribuciones decisorias en las siguientes materias:

uno) En la titularidad de la acción de reclamación respecto de actos u omisiones ilegales de las autoridades comunales;

dos) En la resolución de los proyectos concursables presentados al Fondo de Desarrollo Vecinal, y

tres) En la representación al concejo de las observaciones que le merezca la cuenta anual del alcalde sobre la marcha del municipio.

El H. Senador señor Cantuarias estimó que la proposición del Ejecutivo resultaba asimétrica, pues decribía en términos escuetos el carácter de autoridad que tienen el alcalde y el concejo, en tanto que desarrollaba con mayor detalle la naturaleza del consejo económico y social, en desmedro de los dos entes más importantes del gobierno comunal.

En su opinión, esta norma debiera limitarse a declarar la existencia del consejo económico y social, librando a la ley orgánica su regulación.

Si bien la Comisión en una primera instancia aprobó la sugerencia del Ejecutivo enmendada con la observación del H. Senador señor Cantuarias, posteriormente eliminó del inciso primero del artículo 107 la mención al consejo económico y social comunal atendiendo a las siguientes consideraciones:

-
Las del H. Senador señor Ríos, quien estimó que existen espacios territoriales en los que se expresa el Estado y ejerce la autoridad funciones de gobierno: el país, la región, la provincia y la comuna.   En esta última se manifiesta el poder vertical que representa al gobierno local, cuya cabeza es el concejo. La función administrativa

en este ámbito está entregada en tanto a la municipalidad, que es un servicio público cuyo órgano ejecutivo es el alcalde que es una autoridad electa popularmente.

En consecuencia, la autoridad superior de la comuna es el concejo, y la de la municipalidad el alcalde, nociones ambas que deben presidir las regulaciones constitucionales que tratan de ambas materias.

Estas reflexiones lo llevan a sugerir que el epígrafe de este párrafo destaque esos conceptos, titulándolo de “Gobierno y Administración Comunal” y no como reza en la actualidad “Administración Comunal”.

El señor Schilling, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, coincidió en que la descentralización del Estado debe culminar en una institucionalidad que reconozca a los municipios mayores atribuciones ejecutivas respecto de los poderes tradicionales, pero ello debe hacerse gradualmente para no comprometer la estructura administrativa del Estado. El Gobierno se encuentra empeñado en fortalecer institucionalmente a los municipios, y a partir de ello, entregarles paulativamente competencias que hoy día son privativas de los servicios de la Administración del Estado.

En esta materia, agregó, el legislador debe ser cuidadoso y no permitir que por la vía de consagrar el principio de gobierno comunal se invadan competencias propias de las autoridades de gobierno como son el orden público, la defensa nacional, la imposición de tributos y otras que son consustanciales con la tradición de gobierno y administración existentes en Chile.

Enseguida, el H. Senador señor Ríos materializó en tres indicaciones las reflexiones que le había merecido el debate de esta materia. Por la primera -enmendada a su turno con una sugerencia del H. Senador señor Letelier- reemplaza el inciso primero del artículo 99, en términos de declarar que para el gobierno y administración del Estado, el territorio se divide en regiones, provincias y comunas. Por la segunda reemplaza el epígrafe que antecede al artículo 107 de la Constitución por el de “Gobierno y Administración Comunal”. Mediante la tercera sugiere un nuevo inciso primero para el artículo 107 que proclama que el gobierno de cada comuna reside en un concejo integrada por el alcalde y los concejales. A esta idea, el H. Senador señor Núñez sugirió agregar el concepto de que dichas autoridades tienen su origen en la voluntad popular.

La primera de estas indicaciones fue aprobada con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier, Núñez y Ríos, en tanto que los restantes lo fueron con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier y Ríos.

Enseguida, y como consecuencia de la aprobación precedente, el H. Senador señor Ríos formuló una cuarta indicación  para precisar en el inciso segundo de este artículo que la administración comunal  reside en un municipio, cuya autoridad es el alcalde.

Esta indicación fue complementada por otra del Ejecutivo que traslada a este inciso la norma actual del artículo 109 que habilita a los alcaldes para designar delegados suyos en una o más localidades de la comuna, en la forma y casos que determine la ley orgánica constitucional respectiva.

La indicación, así complementada, fue aprobada por la unanimidad de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier y Ríos.

- - -

El H. Senador señor Núñez, al finalizar el debate de las indicaciones precedentes, reiteró su preocupación inicial de que es necesario estudiar fórmulas que hagan más efectivos los mecanismos de participación ciudadana y permitan al vecino no organizado interrelacionarse con la autoridad local. Es, por tanto, partidario de ampliar el horizonte de participación de los vecinos no solamente a los consejos económicos, sociales y comunales; juntas de vecinos; centros de padres u otras instancias de participación ya reguladas, sino a otras manifestaciones que garanticen al ciudadano común que su pretensión, reclamo u opinión va a ser efectivamente considerada por la autoridad comunal.

Haciéndose cargo de la inquietud precedente, el H. senador señor Ríos propuso intercalar a continuación del inciso segundo del artículo 107, ya aprobado, un precepto que remita a la ley la determinación de las instituciones y formas de participación de la comunidad en los asuntos comunales y municipales, y las acciones que pueden ejercer las personas respecto de actos o decisiones de esas autoridades que las efecten.

Esta indicación fue unánimemente aprobada por la Comisión, con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier y Ríos.

- - -

A continuación, el Ejecutivo, en la letra b) del artículo único del proyecto, sugiere modificar en el actual inciso cuarto del artículo 107 agregando a las corporaciones o fundaciones de derecho privado destinadas a la promoción del deporte entre las entidades que los municipios pueden constituir. (Actualmente la Constitución sólo les permite participar en corporaciones O fundaciones sin fines de lucro que tengan por propósito la promoción y la difusión del arte y la cultura).

Durante el debate de esta propuesta, la Comisión conoció una indicación del H. Senador señor Páez que sustituye íntegramente este inciso, en la siguiente forma:

uno) Reproduce el texto actual que habilita a los municipios para constituir corporaciones o fundaciones sin fines de lucro cuyo objetivo sea la difusión del arte y de la cultura;

dos) Adiciona dicho texto en el sentido de que los municipios, además podrán integrarse a corporaciones o fundaciones ya constituidas;

tres) Incluye, también, entre dichas corporaciones las que propone el Ejecutivo en este proyecto, esto es, las destinadas a la promoción del deporte, pero agrega a las que tengan por finalidad la construcción. conservación o mejoramiento de edificaciones o instalaciones comunitarias. caminos públicos u otros bienes nacionales  de uso público, y
cuatro) La referida indicación también reproduce la frase final del actual inciso cuarto del artículo 107, que dispone que la participación municipal en estas corporaciones se regirá por la ley Orgánica constitucional de municipios.

La Comisión prestó su aprobación a la indicación del H. Senador señor Páez, y subsumida en ésta la del Ejecutivo, con

la sola enmienda de intercalada como inciso sexto del artículo 107. (HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier y Ríos).

- - -

Resuelto lo anterior, la Comisión conoció de una indicación del H. Senador señor Ríos por la que se suprime el actual inciso final del artículo 107 (los municipios y los demás servicios públicos existentes en la comuna deberán coordinar su acción conforme a la ley) e intercala como inciso octavo de dicho artículo un precepto que obliga a los servicios públicos a coordinarse con el municipio cuando desarrolle su labor en el territorio comunal de éste.

La diferencia entre ambos textos radica en que en el precepto vigente sitúa al municipio y a los servicios públicos en un mismo pie de igualdad, en tanto que la indicación otorga al nuevo gobierno comunal un lugar de preminencia respecto de dichos servicios en la coordinación de las funciones que éstos cumplen en la comuna.

Esta indicación contó con el asentimiento de la Unanimidad de la Comisión, expresada con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier y Ríos.

Finalmente, por lo que hace a este artículo el mensaje de S.E. el Presidente de la República propone agregarle un inciso  final -según se dijo en su oportunidad- que permite a los Ministerios, servicios públicos y gobiernos regionales para transferir competencias a los municipios de manera provisoria o definitiva, siguiendo la política implementada con ocasión de la reforma anterior, que habilita al Ejecutivo a traspasar atribuciones de los órganos de la Administración a los gobiernos regionales.

Esta indicación, con enmiendas de mera forma sugeridas por el H. Senador señor Cantuarias, fue aprobada con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier y Ríos.

- - -

Del modo dicho, en el acápite precedente, el artículo 107 que se propondrá al final de este informe queda estructurado en la siguiente forma:

uno) El inciso primero vigente es reemplazado por tres nuevos incisos a indicación de los HH. Senadores señores Núñez y Ríos;

dos) Los incisos segundo y tercero actuales pasan a ser incisos cuarto y quinto, sin enmiendas;

tres) El actual inciso cuarto pasa a ser inciso sexto con la enmienda de agregarle las corporaciones y fundaciones destinadas a la promoción del deporte y la construcción, conservación o mejoramiento de bienes comunes o públicos;

cuatro) El inciso quinto actual pasa a ser inciso séptimo, sin enmiendas;

cinco) El inciso sexto pasa a ser inciso octavo, sustituido por otro que impone a los servicios públicos el deber de coordinarse con el municipio, y

seis) Finalmente, se agrega un nuevo inciso noveno que habilita a la ley par transferir competencias administrativas al municipio.

- - -

Como consecuencia de las modificaciones aprobadas precedentemente . el H. Senador señor Ríos propuso reemplazar el inciso primero del artículo 108 del texto constitucional.

La norma vigente dispone que en cada municipio habrá un concejo cuyos miembros se elegirán y podrán ser reelegidos por sufragio universal, en conformidad con la ley orgánica constitucional de municipalidades, la que también determinará el número de concejales y la forma de elegir los alcaldes.  Los concejales durarán cuatro años en sus cargos.

Como quiera que el texto aprobado en el artículo anterior consigna en su inciso primero una norma que señala que las autoridades municipales serán elegidas por sufragio popular (sufragio universal), y con el propósito de no repetir la misma idea en este artículo 108, la indicación suprime dicho concepto en este artículo, manteniendo el resto de las ideas que él contiene.

Esta proposición contó con el asentimiento de la Comisión, la que se la prestó con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier, Niiñez y Ríos.

- - -

En seguida, la Comisión se ocupó de una indicación del Ejecutivo que incorpora un nuevo artículo 109 al texto constitucional. Es de recordar que a virtud de una indicación aprobada precedentemente el texto del actual artículo 109 pasó a formar parte del artículo 107 del proyecto que se consigna al final de este informe.

El Ejecutivo sugiere establecer en este artículo los criterios y bases a que debe ceñirse el legislador cuando crea nuevas comunas, resguardando las situaciones que se producen para la administración de las que no se han instalado y las modalidades de traspaso de personal y transferencias de bienes de la comuna madre de la cual se desprende el nuevo municipio.

En la discusión de esta indicación los representantes del Ejecutivo advirtieron que ella responde a las inquietudes que se han planteado en esta Comisión con ocasión de los proyectos de ley que han creado diversas nuevas comunas en el país, particularmente en lo que se refiere a establecer un marco general al cual deberá ceñirse la ley en el proceso de establecimiento de las nuevas comunas.

Durante el debate en la Comisión se planteó la posibilidad de que en este proceso surjan controversias en relación con la aplicación e interpretación de contratos o situaciones extracontractuales con efectos en el nuevo municipio, que vinculan a la municipalidad madre con terceras personas.

Haciéndose cargo de esta inquietud, la Comisión acordó intercalar en la indicación del Ejecutivo un precepto que dispone que no solamente la ley señalará la modalidad de transferencia de los bienes municipales, sino también los derechos y obligaciones que se deben integrar al patrimonio del nuevo municipio, con el fin de cautelar, por ejemplo, contratos de prestación de servicios de aseo que la comuna madre haya celebrado por largo plazo con terceros respecto de territorios que quedarán bajo la jurisdicción de la nueva comuna.

Este precepto así enmendado contó con la aprobación unánime de la Comisión. (HH. Senadores señores cantuarias, Letelier, Núñez y Ríos).

- - -

Enseguida, el Ejecutivo en el mensaje propone incorporar un artículo 110, nuevo, -el artículo 110 fue derogado en virtud de la reforma de 1991- que habilita a los municipios para crear los órganos o unidades que la ley orgánica prevea con el propósito de cumplir sus funciones.

Este precepto satisface el propósito de flexibilizar la gestión de los municipios en función de sus necesidades prioritarias.  En efecto, se han cuestionado por la Contraloría General de la República resoluciones municipales que crean unidades administrativas que no están taxativamente señaladas en la ley, a pesar de que su implementación responda a necesidades urgentes que es obligación del municipio atender dentro del marco de sus atribuciones.

El H. Senador señor Ríos manifestó su opinión coincidente con el criterio que anima al Ejecutivo en esta materia y solicitó hacer constar en el informe, para la historia fidedigna del establecimiento de esta norma, que ella debe entenderse en el sentido de que también habilitará a los municipios grandes o pequeños para adecuar su estructura administrativa a sus necesidades más importantes.  Así, un municipio pequeño podrá encargar a una sola unidad la ejecución de tareas que hoy cumplen diversas direcciones, reuniéndose los requisitos habilitantes para ello, y un municipio grande podrá reasignar recursos humanos y materiales en tareas prioritarias en razón de su volumen de población.

Como quiera que esta norma -que fue aprobada por la Comisión- refuerza la autonomía de gestión de los municipios, el H. Senador señor Ríos propuso extenderla a la organización de los recursos humanos con que cuentan los municipios.  Así, sugiere un texto complementario a este artículo que los habilita para crear empleos rentados, suprimirlos y determinar sus remuneraciones de conformidad con la ley, la que en todo caso establecerá el límite máximo del gasto asignado para estos fines.

¿
La indicación así propuesta constituye una importante innovación en el Derecho Constitucional chileno, pues significa restar a la autoridad de la ley la potestad que actualmente tiene de crear o suprimir empleos rentados con fondos públicos en los municipios. Además, es novedosa en el sentido de que también suprime, en parte, la facultad privativa que tiene el Presidente de la República de proponer al Parlamento normas legales en relación con la función pública municipal.

La indicación responde también a la lógica de reforzar la autonomía administrativa de los municipios de disponer de sus recursos humanos, como es propio de estos órganos autárquicos, que en esta materia sólo deben estar limitados por el marco general que fije la ley para evitar que los fondos destinados a inversión se encaucen preferentemente al pago de remuneraciones.

Sometida a votación la indicación con las enmiendas propuestas por el 14. Senador señor Ríos, fue aprobada con los votos favorables de los HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier, Núñez y Ríos.

A virtud de este acuerdo, la Comisión consideró indispensable introducir enmiendas en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución, que atribuye al Presidente de la República la potestad exclusiva para someter al Parlamento iniciativas de ley en materia de creación y supresión de empleos rentados con fondos públicos y la determinación de sus funciones.

En armonía con el acuerdo anterior, la Comisión, con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier, Núñez y Ríos, aprobó una modificación al referido precepto que priva al Presidente de la República de la iniciativa para crear o suprimir empleos municipales y determinar sus funciones y atribuciones.

- - -

A continuación, la Comisión conoció de una indicación del Ejecutivo para sustituir en el artículo 111 de la Constitución, la expresión “municipalidades” por “comuna”.

En lo pertinente, esta norma señala que una ley orgánica constitucional consignará un mecanismos de redistribución solidaria de los ingresos propios entre las municipalidades que se denominará Fondo Común Municipal.

El reemplazo de la voz “municipalidades” por “comunas” obedece al propósito de precisar que los recursos que componen el Fondo benefician a estas últimas y no a un ente instrumental como es el municipio.

Este precepto fue aprobado unánimemente, sin enmiendas, con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias, Letelier, Núñez y Ríos.

Finalmente, el Ejecutivo, en el N° 3 del artículo único del mensaje, sugiere incorporar en la Constitución Política una disposiciones transitoria trigésimo quinta que extiende el mandato de los alcaldes y concejales en actual ejercicio hasta noventa días después de la fecha de la elección que fije la respectiva ley.

En la idea del Ejecutivo, este precepto resulta necesario para salvar la anomalía que se produjo con ocasión de la instalación de los concejos a lo largo del país en distintas fechas. Ello significa que el período para el cual fueron elegidos los concejales expirará en fechas dispares y, en consecuencia, debieran también celebr&5e elecciones de concejales en distintas oportunidades.  Para salvar esta situación, se propone extender el período de duración de los cargos de concejales desde la fecha de instalación del último concejo.

La Comisión concordó en que si se mantiene la situación actual se producirá el efecto señalado. Sin embargo, en lugar de la proposición del Ejecutivo la Comisión prefirió ocuparse de una indicación del H. Senador señor Cantuarias que declara que el período de los actuales concejales expirará el 11 de marzo de 1998.

Según su autor, la indicación busca evitar una proliferación de elecciones y concentra en una sola la oportunidad en que se celebrarán las de concejales y de parlamentarios.

Con el fin de complementar también la situación que se producirá en el período intermedio entre las fechas de cesación de los actuales alcaldes y el 1 1 de marzo de 1998, el señor Senador propuso, enseguida, un nuevo precepto incorporado como inciso segundo de la disposición trigésimo quinta transitoria, que prescribe que en dicho periodo los alcaldes serán elegidos por sus respectivos concejos, conforme a las regulaciones que fije la ley orgánica de municipalidades.

Esta indicación fue aprobada con los votos de los HH. Senadores señores Cantuarias y Letelier, y con la abstención del FI. Senador señor Ríos, quien declaró ser partidario de analizar con mayor profundidad la conveniencia o inconveniencia de establecer elecciones escalonadas de las autoridades municipales.

- - -

A virtud del debate que da cuenta el acápite precedente, esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de someter a la consideración del H. Senado el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

Articulo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política:

1 .- Sustitúyese en el N° 2, del inciso cuarto del articulo 62, por el siguiente:

“2 . - Crear nuevos servicios públicos y empresas del Estado o empresas municipales, así como empleos rentados en unos u otras suprimir tales servicios, empresas o empleos y determinar sus funciones o atribuciones, con exclusión de los empleos municipales,”.

2.-
Reemplázase el inciso primero del artículo 99, por el siguiente:

“Artículo 99.- Para el gobierno y administración del Estado, el territorio de la República se divide en regiones, provincias y comunas.”.

3 .- Reemplázase en el Capítulo XIII de la Constitución Política el epígrafe “Administración Comunal” por el de “Gobierno y Administración Comunal”.

4.- Sustitúyese el artículo 107, por el siguiente:

“Artículo 107.- .  El gobierno de cada comuna reside en un concejo integrado por el alcalde y los concejales, elegidos por votación popular.

La administración de cada comuna o agrupación de comunas que fije la ley reside en una municipalidad cuya máxima autoridad es el alcalde. Los alcaldes, en los casos y formas que determine la ley orgánica constitucional respectiva, podrán designar delegados para el ejercicio de sus facultades en una o más localidades.

La ley determinará las instituciones, modalidades y formas de participación de la comunidad en las actividades comunales y municipales, así como las acciones que las personas puedan ejercer en relación con actos o decisiones comunales o municipales que las afecten.

Las municipalidades son corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna.

~
Una ley orgánica constitucional determinará la funciones y atribuciones de las municipalidades. Dicha ley señalará, además, las materias de administración municipal que el alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de la proporción de ciudadanos que establezca la ley, someterá a plebiscito, así como las oportunidades, forma de la convocatoria y efectos.

Las municipalidades podrán asociarse entre ellas para el cumplimiento de sus fines propios.  Asimismo, podrán constituir o integrar corporaciones O fundaciones de derecho privado sin fines de lucro cuyo objeto sea la promoción y difusión del arte, la cultura y el deporte, o la construcción, conservación o mejoramiento de edificaciones o instalaciones comunitarias, caminos públicos u otros bienes nacionales de uso público. La participación municipal en ella se regirá por la ley orgánica constitucional respectiva.

Las municipalidades podrán establecer en el ámbito de las comunas o agrupación de comunas, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, territorios denominados unidades vecinales, con el objeto de propender a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de la participación ciudadana.

.
Los demás servicios públicos deberán coordinarse con el municipio cuando desarrollen su labor en el territorio comunal respectivo, en conformidad con la ley.

La ley determinará la forma y modo en que los ministerios, servicios públicos y gobiernos regionales podrán transferir competencias a las municipalidades, como asimismo su carácter provisorio o definitivo.”.

5 .- Sustitúyese el inciso primero del artículo 108, por el siguiente:

“Artículo 108.- Los miembros del concejo durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos en conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades. La misma ley determinará el número de concejales y la forma de elegir al alcalde.”.

6.- Reemplázase el artículo 109, por el siguiente:

“Artículo 109.- La administración transitoria de las comunas que se creen, en tanto no se instale su correspondiente municipalidad, se regirá por las normas establecidas en la ley orgánica constitucional respectiva.

Dicha ley deberá regular, a lo menos, el procedimiento de instalación de las municipalidades, la forma de traspaso de personal desde los municipios de las comunas de origen, la modalidad de transferencia de los bienes, derechos y obligaciones municipales que deban integrarse a su patrimonio y la afectación de los ingresos que les corresponda.  Asimismo, la ley establecerá los resguardos necesarios para cautelar el uso y disposición de los bienes que se encuentren situados en los territorios de las nuevas comunas, mientras no se defina su adscripción patrimonial definitiva.”.

7 .- Incorpórase el siguiente artículo 110, nuevo:

“Artículo 110.- Para el cumplimiento de sus funciones, las municipalidades podrán crear los órganos o unidades que la ley orgánica constitucional de la materia prevea, como asimismo los empleos rentados necesarios para su integración, suprimirlos y asignarles remuneración con arreglo a lo contemplado en la ley correspondiente.

Con todo, el gasto total por remuneraciones al personal que sirva los empleos a que se refiere el inciso anterior, no podrá exceder el límite máximo establecido por la ley.”.

8.-
Sustitúyese, en la penúltima oración del artículo 111, la expresión “municipalidades” por “comunas”.

9.- Agrégase la siguiente disposición trigésima quinta transitoria:

“Trigésimaquinta.- El período de los concejales que fueron elegidos en 1992 expirará el 11 de marzo de 1998.

Las elecciones destinadas a renovar los actuales concejos se realizarán el 1 de diciembre de 1997, conjuntamente con las elecciones de parlamentarios que correspondan.

Los alcaldes por el período que exceda de los cuatro años contados desde que se constituyeron los actuales concejos, serán elegidos por éstos en votación especialmente convocada a este efecto, de conformidad con las normas respectivas de la ley orgánica constitucional de municipalidades.”.

- - -

Acordado en sesiones del día 7 de junio de 1995, con asistencia de los HH. Senadores señor Ríos (Presidente) y señores •Cantuarias, Díaz, Letelier y Núñez; 4 de julio de 1995, con asistencia de los HH. Senadores señor Ríos (Presidente) y señores Cantuarias, Frei (don Arturo), Letelier y Núñez; 1 de agosto de 1995, con asistencia de los HH. Senador señor Ríos (Presidente) y señores Cantuarias, Díaz, Letelier y Núñez; 8 de agosto de 1995, con asistencia de los HH. Senadores señor Ríos (Presidente) y señores Cantuarias, Letelier y Núñez, y 16 de agosto de 1995, con asistencia de los HH. Senadores señor Ríos (Presidente) y señores Cantuarias y Letelier.

Sala de la Comisión, a 6 de septiembre de 1995.

MARIO TAPIA GUERRERO


Secretario

